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Deberán cumplimentar las casillas 30 a 45 del impreso de- 
solicitud, y acompañar las fotocopias necesarias para justificar 
los datos declarados en las casillas 35 a 37, referentes a los 
pagos a Hacienda por el impuesto Industrial y el de Sociedades.

Madrid. 7 de febrero de 1976 —El Director general, José 
Ramón Bustelo.

MINISTERIO DE LA VIVIENDA

4482 ORDEN de 9 de febrero de 1976 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de 18 de 
octubre de 1975 dictada por la Sala Cuarta del 
Tribunal Supremo.

Ilmo. Sr.; Vistos por la Sala los recursos contencioso-admi- 
nistrativos acumulados, interpuestos por don Joaquin Eugenio 
Roca Ferré, representado por el Procurador señor García San 
Miguel, bajo la dirección del Letrado señor Aguirre, siendo de­
mandada la Administración Pública, y en su nombre el Abo­
gado del Estado, contra resoluciones del Ministerio de la Vivien­
da de 30 de noviembre de 1968 y 9 de enero de 1969, ordenando 
ambas la ejecución de obras por deficiencias en un inmueble 
del recurrente, se ha dictado sentencia cuya parte dispositiva 
dice:

«Fallamos; Que debemos estimar y declaramos estimados los 
recursos contencioso-administrativos acumulados bajo los núme­
ros doce mil trescientos sesenta y nueve de mil novecientos se­
senta y nueve y doce mil cuatrocientos once de mil novecientos 
sesenta y nueve, interpuestos por don Joaquín Eugenio Roca 
Ferré, respectivamente; el primero contra la Resolución de la 
Dirección General del Instituto de la Vivienda de treinta de 
noviembre de mil novecientos sesenta y ocho, que en reposi­
ción confirmó la anterior de tal Dirección de veinticinco .de 
mayo de mil novecientos sesenta y ocho, que en alzada había 
confirmado el acuerdo de la Delegación Provincial de la Vi­
vienda de Tarragona de cuatro de marzo de mil novecientos se­
senta y ocho, en expediente diecisiete de mil novecientos se­
senta y ocho, que ordenaba al recurrente la instalación de 
agua potable en el piso bajo de la oasa número treinta y siete 
de la calle Gravina, y el segundo, contra la Resolución de la 
expresada Dirección General del Instituto Nacional de la Vi­
vienda de treinta y uno de diciembre de mil. novecientos se­
senta y ocho, que confirmó en reposición la Resolución de tal 
Dirección de uno de agosto de mil novecientos sesenta y ocho, 
que confirmó en alzada el acuerdo de la Delegación Provincial 
de la Vivienda de Tarragona de quince de marzo de mil nove­
cientos sesenta y ocho, en expediente dieciséis, de mil nove­
cientos sesenta y ocho, ordenando al recurrente instalara en el 
piso 3..°, 2.“, de la citada casa número treinta y siete de la 
calle Gravina, agua potable y «W. C.», debemos declarar y 
declaramos anulados dichos acuerdos por no ser conformes a 
derecho; se dejan sin efecto las dos sanciones de multa, una de 
quinientas pesetas y otra de quince mil pesetas, acordadas en 
trece de febrero de mil novecientos sesenta y ocho y quince de 
marzo de mil novecientos sesenta y ocho, en el expediente nú­
mero diecisiete (del recurso contencioso-administrativo doce mil 
trescientos sesenta y nueve), y las quinientas pesetas y quince 
mil pesetas, acordadas en trece de febrero de mil novecientos 
sesenta y tres y veintiocho de marzo, en el expediente dieci­
séis (del recurso contencioso-administrativo doce mil cuatro­
cientos once), por la Delegación Provincial de la Vivienda, por 
no haberse dado cumplimiento por el recurrente a lo dispuesto 
por ella en sus ahora anulados acuerdos, y, en su consecuencia, 
proceda a reintegrar por la Administración al recurrente don 
Joaquín Eugenio Roca de las cantidades que por tales conceptos 
y en el de depósito, aparece ingresó en la Caja General de De­
pósitos, según acreditan los recibos de tal Caja, obrantes en los 
respectivos expedientes; y sin que proceda hacer especial decla­
ración sobre costas en ninguno de los recursos.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" y se insertará en la "Colección Le­
gislativa", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, manda­
mos y firmamos.—José María Cordero.—Adolfo Suárez.—Enri­
que Medina.—Fernando Vidal.—José I.. Ponce de León.—(Ru­
bricados) .»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispues­
to en el artículo 103 y siguientes de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla 
en sus propios términos la expresada sentencia,

Lo que participo a V. I. para su Conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 9 de febrero de 1976.—P. D., el Subsecretario, Bayón 

Mariné.

Ilmo. Sr. Director general de la Vivienda.

4483 ORDEN de 9 de febrero de 1976 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de 23 de 
octubre de 1975, dictada por la Sala Cuarta del 
Tribunal Supremo.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia entre «Inmobiliaria Sandi, S. A.», representada 
por el Procurador señor Ayuso Tejerizo, bajo la dirección del 
Letrado señor Alvarez Miranda, y la Administración Pública y 
en su nombre el Abogado del Estado, contra Resolución del 
Ministerio de la Vivienda de 22 de febrero de 1969, sobre multa 
y obligación de realización de obras, se ha dictado sentencia 
cuya parte dispositiva dice:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso cóntencioso-adminis- 
trativo interpuesto por "Inmobiliaria Sandi, S. A.", contra la 
resolución que el dieciséis de septiembre de mil novecientos 
sesenta y ocho recayó en el procedimiento sancionador seguido 
contra aquella Sociedad y contra la desestimatoria del recurso 
de reposición, esto es, contra la de veintidós de febrero de mil 
novecientos sesenta y nueve, las dos procedentes del Ministerio 
de la Vivienda, y no procede una condena de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”. lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—José María Cor­
dero.—Félix Fernández.—Aurelio Botella.—Paulino Martín.—Je­
rónimo Arozamená.—(Rubricados).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispues­
to en el artículo 103 y siguientes de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla 
en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que participo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 9 de febrero de 1976.—P. D., el Subsecretario, Bayón 

Mariné.

Ilmo. Sr. Director general de la Vivienda.

4484 ORDEN de 9 de febrero de 1976 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de 17 de 
octubre de 1975, dictada por la Sala Cuarta del 
Tribunal Supremo.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia entre «Inmobiliaria Ciudad Condal, S. A.», 
demandante, representada por el Procurador señor Morales VI- 
lanova, bajo la dirección de Letrado, y la Administración Pú­
blica, demandada, y en su nombre el Abogado del Estado, con­
tra resolución del Ministerio de la Vivienda de 14 de mayo 
de 1968, sobre multas por infracción de las normas que rigen 
tas viviendas protegidas oficialmente, se ha dictado el 17 de 
octubre de 1975 sentencia cuya parte dispositiva dice:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por "Inmobiliaria Ciudad Condal, So­
ciedad Anónima», contra las resoluciones del Ministerio de la Vi­
vienda de catorce de mayo y veintisiste de diciembre de mil 
novecientos sesenta y ocho, debemos declarar y declaramos 
que las mencionadas resoluciones son conformes a derecho en 
cuanto imponen a dicha Sociedad una multa de mil pesétas 
como autora de un falta leve prevista y sancionada en los 
artículos ciento veintitrés, primero, f), y ciento veinticinco, uno, 
del Reglamento de veinticuatro de junio de mil novecientos 
cincuenta y cinco, y asimismo debemos declarar y declaramos 
que las expresadas resoluciones no se ajustan al ordenamiento 
jurídico en cuanto imponen a la referida Entidad una multa de 
cincuenta mil pesetas por falta muy grave y acuerdan el reinte­
gro a los arrendatarios que se citan de las cantidades indebi­
damente percibidas de los mismos por la Sociedad recurrente, 
por lo que anulamos y dejamos sin efecto tales resoluciones 
en esos dos concretos extremos; sin hacer imposición de las 
costas causadas.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el ”Bo- 
letín. Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.—José M. Cordero —Fernando Vidal.—José L. Ponce 
de León.—Manuel Gordillo.—José Gabaldón.— (Rubricados).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispues­
to en el artículo 103 y siguientes de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla 
en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que participo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 9 de febrero de 1976.—P. D., el Subsecretario, Bayón 

Mariné.

Ilmo. Sr. Director general de la Vivienda.


